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Enrique Cabaña y Presidente del Claustro Universitario, arquitecto Carlos Acuña. 


SEÑOR PRESIDENTE (don Pablo Mieres).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Educación y Cultura tiene mucho gusto en recibir a la delegación de la Universidad de la 
República, integrada por su Rector, ingeniero Rafael Guarga, por el asistente académico del Rector, doctor 
Jorge Ares Pons, por el Pro Rector de Investigación, ingeniero Enrique Cabaña y por el Presidente del 
Claustro General Universitario, arquitecto Carlos Acuña. 


La convocatoria responde a una nota que la Universidad nos cursó oportunamente para plantear asuntos 
relacionados con la educación terciaria en general. 


SEÑOR GUARGA.- Hemos distribuido a la Comisión un material al que haremos reiteradas 
referencias. Debemos decir que cuando se solicitó esta entrevista, aún no había sido designado el nuevo 
Ministro de Educación y Cultura, pero le hicimos llegar el material. Todavía no nos ha dado respuesta 
específica, pero aclaro que este material que presentamos ante ustedes ya se encuentra en poder del 
señor Ministro. Por cierto, estamos abiertos al diálogo con el señor Ministro, pero imagino que además 
de estos problemas tendrá unos cuantos más; recién en el día de hoy están tomando posesión de sus 
cargos algunos de sus colaboradores directos. 


De cualquier manera, por la importancia de los temas, entendimos conveniente que la Comisión tomara 
conocimiento del material. Los temas allí contenidos son tres: el primero alude a la actual situación de la 
enseñanza universitaria privada, el segundo refiere al Fondo Nacional de Investigadores y el tercero a la 
acreditación universitaria a nivel del MERCOSUR. Como algunos de ellos son asuntos que tienen bastante 


grado de especialización, procuraré dar las explicaciones del caso para que tengan idea de cuál es el 
problema, de dónde está radicado y de cuáles son los eventuales caminos de solución. 


En relación con la actual situación de la enseñanza universitaria privada, debemos decir que la Universidad 
de la República tiene una gran preocupación por la situación que en este momento está planteada. Por un 
lado, con respecto al Consejo Consultivo de la Enseñanza Terciaria Privada, que es el organismo que el 
Decreto N* 308 del año 1995 instaló para que hubiera una suerte de regulación de la oferta privada en materia 
de enseñanza terciara, la Universidad ha encontrado dificultades para llevar adelante lo que entendemos es 
función del Consejo: tener conocimiento de lo que acontece, poder actuar, dar autorizaciones a los institutos 
que las piden tomando como base suficiente información con respecto a ellos y haciendo los estudios 
correspondientes. Por otro lado, esa situación percibida por nosotros y comunicada en su momento al 
entonces Ministro Mercader, no había tenido un proceso de agravamiento dentro del propio Consejo -como 
ahora relataremos-, pero en agosto de este año aparece un nuevo Decreto, complementario del Decreto 

N* 308 de 1995, que casualmente lleva el N* 309 del presente año. Dicho Decreto acentúa lo que habíamos 
observado dentro del Consejo, es decir, un relegamiento progresivo de la Universidad dentro del Consejo y 
también acentúa un mecanismo, ya no de relegar a la Universidad dentro del Consejo, sino de relegar al 
Consejo ante las competencias que le asignaba el Decreto N* 309. Es decir que nuestros temores se vieron 
confirmados con este nuevo y reciente Decreto. Este es el esquema de lo que queremos presentar a ustedes. 


¿Cuál es la situación que se viene dando desde hace un buen tiempo dentro del Consejo Consultivo de la 
Educación Terciaria Privada? Este Consejo fue creado en 1995 buscando esencialmente que existiera en el 
país un organismo con injerencia en la calidad de las ofertas que se realizan en materia de educación terciaria 
privada. Si una empresa o una institución desea hacer una oferta de educación terciaria privada, no tiene por 
qué pasar por el Consejo pero, en ese caso, su funcionamiento estará fuera de las regulaciones de 
habilitación. Por lo tanto, no puede llamarse universidad ni decir que tiene facultades, pero puede enseñar. Si 
por el contrario, la empresa o el establecimiento quiere regularizar y utilizar los términos universidad, 
facultad o instituto universitario, debe recurrir al Consejo y los podrá utilizar si el Consejo así lo determina 


Entonces, el Consejo está regulado por el Decreto N* 308/995. En el primer capítulo del material que 
entregamos, "Actual situación de la enseñanza universitaria privada", en el punto 3. se señala: "A pesar de 
notorias imperfecciones, el Dec. 308/995 ha constituido un instrumento útil para comenzar a poner orden en 
un terreno tan complejo. El Consejo examina los proyectos de los actores privados, se asesora con expertos y 
eleva al Ministro su dictamen". El dictamen del Consejo no es vinculante, por lo que el Ministro lo recibe, 
pero puede tomar una decisión diferente. Sin embargo, es preceptivo en un conjunto muy importante de 
casos, tal como determina el Decreto N* 308. 


En su momento, la Universidad impugnó la legalidad del Decreto N* 308 entendiendo que era un asunto que 
debía resolverse a través de una ley y no de un decreto. Perdimos esa impugnación, por lo que aceptamos el 
Decreto N* 308 y actuamos dentro de lo que en él se establece. Consideramos que el Decreto N* 308 es 
preferible a la nada y, además, que puede perfeccionarse. En ese sentido, hemos hecho varias propuestas con 
las cuales las otras Universidades privadas están de acuerdo. En eso hay un acuerdo sustantivo. 


¿Cuál fue el problema que se generó allí? En el Decreto N* 308 se señala que debe consultarse a la 
Universidad cuando un establecimiento que quiere hacer enseñanza terciaria presenta una solicitud, pero no 
queda claro si debe hacerse en el caso de una institución que ya está aceptada y que presenta una solicitud 
para impartir una nueva carrera, es decir, si debe escucharse la opinión de la Universidad con relación a esta 
solicitud de una nueva carrera en una institución ya autorizada a funcionar. Dado que había dudas -el Decreto 
308 no era claro al respecto-, en 1997 el propio Consejo tomó una decisión en el sentido de que 
efectivamente, si una institución ya autorizada para funcionar como universidad quería abrir una nueva 
carrera, el Consejo debía pedir a la Universidad su opinión. 


Cuando asumió la presidencia del Consejo el actual Presidente, doctor Durán Martínez -contemporáneo del 
Ministerio del doctor Mercader-, él señaló que no iba a cumplir esa resolución. Pero nuestra delegación, 
presidida por el doctor Ares Pons, advirtió que era una resolución del organismo que el doctor Durán 
Martínez presidía. Se creó una situación muy curiosa porque el Presidente no cumplía una resolución del 
organismo que presidía y, por tanto, no enviaba esta información a la Universidad. Además, tenía una tesis 
muy peculiar puesto que entendía que el organismo que presidía era inútil, que no tenía sentido porque la 
regulación debía darla el mercado. En ese clima conflictivo se dio el trabajo del organismo. 


No vamos a abundar en mayores detalles porque el mercado que puede resolver muchos problemas en 
particular, generalmente es bastante inhábil para solucionar los problemas a largo plazo. Tomemos como 
ejemplo una institución que enseñe arquitectura y que ofrezca un título de arquitecto luego de dos años de 
carrera, que además no fuera muy cara, quizás un poco más que las normales; ¡sería fantástico! Esta 
institución empieza a engendrar arquitectos pero, ¿cuándo podría el mercado constatar que a estos 
profesionales se les caen las casas? Podrían pasar varios años; podría haber muchos jóvenes que ya hubieran 
hecho esa carrera y unos cuantos arquitectos operando en el mercado. Es decir que en esta materia el 
mercado tiene respuestas lentas; si hay algo en lo que es difícil que el mercado dé señales rápidas que 
amparen a los padres, a los estudiantes y a la propia sociedad es en esta materia. 


Sin embargo, el doctor Durán Martínez, enarbolando esta tesis, entendía que el propio organismo que 
presidía era inútil e inconstitucional, dado que la Constitución habilita a la libertad de enseñanza; esto es 
cierto: cualquiera puede enseñar, pero el único problema es que no puede utilizar la palabra Universidad, 
Facultad o Instituto Universitario -hay una disposición legal que así lo establece-, ya que son todos términos 
que están asociados a un trámite regular que debe realizarse a través del Ministerio, que debe hacer sus 
consultas -aunque no queda vinculado por el dictamen- al Consejo Consultivo de la Enseñanza Terciaria 
Privada. 


Esta tendencia -digámoslo así- a apartar a la Universidad de las actividades del Consejo Consultivo, se 
agrava con la aparición de este Decreto de agosto de este año, por casualidad numerado como 309. En 
general, el Decreto está bien, ya que perfecciona el Decreto N* 308; su artículo 7” hace que prácticamente la 
totalidad de los actos que requieran la intervención del Ministerio -salvo en el caso de la creación de una 
nueva Universidad-, no deba derivar hacia el Consejo Consultivo de la Educación Terciaria Privada. Es decir, 
el fenómeno que constatábamos de la Universidad respecto de la acción del Consejo Consultivo de la 
Educación Terciaria Privada, ahora se amplía a los actores privados en materia de educación terciaria. 
Sabemos que algunos de los actores de le enseñanza terciaria privada están claramente en contra de esta 
modalidad de trabajo; no nos animamos a decir "todos" porque no tenemos la evidencia directa ni la opinión 
de todos, aunque creemos que los principales están en contra, por razones que ustedes mismos pueden 
percibir. 


Para ilustrar a la Comisión, en el material que entregamos figuran dos dictámenes -uno del doctor Cajarville 
y otro del doctor Cassinelli Muñoz- respecto del Decreto N* 309. Ambos dictámenes son totalmente 
coincidentes y no dejan la menor duda en cuanto a que efectivamente el artículo 7” disminuye de manera 
sustantiva el papel del Consejo Consultivo. En ese sentido, creemos que esta norma debería ser modificada 
de modo tal que el Decreto N* 308, que es perfeccionado por los otros artículos, no sea desvirtuado por este 
artículo 7". 


En este material también figura un documento que alude al proceso que relatamos al comienzo de nuestra 
intervención en cuanto a cómo se dio dentro del Consejo esa polémica un tanto absurda respecto de si este 
organismo debe cumplir o no con sus propias resoluciones. Se trata de un material que explicita algo que 
quizás hoy esté muy desactualizado, dependiendo de qué tipo de resoluciones tome el Ministro con respecto a 
la Presidencia de este Consejo. 


SEÑOR ARES PONS.- El proceso ha consistido en una transición de una situación donde 
originalmente la consulta a la Universidad era preceptiva para todos los asuntos que pasaran por el 
Consejo Consultivo a una primera etapa en la que el doctor Durán Martínez decide, por sí y ante sí, sin 
plantearlo en el Consejo, simplemente dando órdenes a los funcionarios, que a la Universidad de la 
República no se la consulte más cuando las instituciones autorizadas presenten nuevas carreras. 
Planteada la discusión en el propio Consejo, el doctor Durán Martínez dice que aun cuando se 
reconsiderara en el Consejo la resolución de 1997, por la que decidió que se seguiría consultando a la 
Universidad, él, como Presidente, no iba a permitir que se cumpliera porque entendía que era 
inconstitucional, ilegal, viciada de nulidad, etcétera. 


Esa situación se arrastró hasta octubre de este año en que plantea la revocación de la resolución de 1997 por 
parte del Consejo. Pero, ¿en qué circunstancias se plantea esto? En momentos en que la composición del 
Consejo ha cambiado totalmente; inclusive, falta la delegación de ANEP porque hace poco tiempo falleció el 
doctor Achard. Entonces, después de un año y medio de no cumplir esta resolución, plantea su revocación, 


desde luego en circunstancias en que, obviamente, por la relación de los votos sería aprobada. Es así que se 
revoca la resolución de 1997 y no se consulta -ahora sí oficialmente- a la Universidad de la República. 


Todo ese proceso de desregulación fue planteado desde el primer día en que el doctor Durán asumió la 
Presidencia del Consejo. El doctor Durán se presentó ante los demás miembros diciendo: "Yo soy el 
Presidente. Me nombró el Ministro. Considero que este Decreto es inconstitucional, ilegal, está viciado de 
nulidad y no debería existir". 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿A qué Decreto se refiere? 
SEÑOR ARES PONS.- Al 308, el original. 


Afortunadamente, en ese momento estaban en el Consejo el doctor Herbert, quien actualmente preside el 
Colegio de Abogados, y el doctor Achard, quienes le dijeron: "Mire, doctor: a un mismo nivel de 
competencia profesional, nosotros opinamos de distinta manera”. Esto bajó un poco los decibeles iniciales. 
Además, dijo: "El señor Ministro me puso acá para modificar el Decreto N* 308. La idea que tengo es quitar 
cada vez más potestad al Consejo porque entiendo que no debería existir ningún tipo de regulación; el 
mercado es el único que debería hacerlo. El mercado dirá si una institución es buena o mala. Esta es mi idea 
y, por lo tanto, voy a ir proponiendo modificaciones". 


Si primero se desreguló la consulta preceptiva a la Universidad de la República, la modificación actual al 
Decreto N* 309 es que el Consejo sea facultativamente consultado por el señor Ministro, cuando lo considere 
oportuno. Es decir, solamente sería consultado preceptivamente para aquellos casos en que se presentara una 
nueva institución. Como miembros del Consejo Consultivo entendimos que la situación es inaceptable 
porque significa formar parte de un órgano que, en realidad, es una ficción porque cuando el Ministro 
entienda que un asunto puede ser interesante, aceptará la opinión del Consejo Consultivo, pero con otro 
asunto más importante y trascendente, podrá resolverlo el Ministro sin consultar a nadie. Esa es la realidad de 
la situación actual. 


En los documentos también se agrega -creo que lo dijo el Rector- la opinión del profesor Cagnoni sobre la 
conducta del profesor Durán Martínez. También está la fundamentación de este profesor con respecto a la 
conducta asumida referente a su potestad para no cumplir, lo que está establecido en el decreto; aunque no lo 
dice explícitamente, surge de la lectura armónica del texto del decreto. Creo que el Presidente de esta 
Comisión -que cuando se creó el Decreto N* 308 era el Director de Educación- sabe perfectamente cuál era la 
intención de ese decreto. Perdone por la digresión. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Estoy hojeando la carpeta que entregaron los invitados y en una parte leo que 
se adjunta la resolución del año 1997. ¿Está aquí? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


SEÑOR GUARGA.- La Universidad volvió al Consejo en el año 1997 luego de que el señor Ministro 
Fau visitó al Consejo Directivo Central e hizo una invitación muy bien formulada. Entonces, esta 
consulta a la Universidad fue resuelta sin la presencia de la Universidad en el Consejo. 


El segundo punto es un asunto de naturaleza particularmente delicada y que dentro de muy poco tiempo 
puede dar lugar a una situación muy desagradable. Si ustedes recuerdan, la creación del Fondo Nacional de 
Investigadores fue creado en 1996 a través de una ley y el objeto era premiar a quienes se destacaran por su 
trayectoria en tareas de investigación. Se decía que la financiación del Fondo estaba sujeta a las economías 
que se hicieran en el Ministerio de Educación y Cultura. Como esto no ocurría, no se ponía en marcha. 
Posteriormente, en la Rendición de Cuentas del año 1999 se estableció un monto de $ 10:000.000 -en aquel 
momento, aproximadamente US$ 1:000.000- para generar ese Fondo. En esa época se contaba con esos 
fondos como para poner en marcha el Fondo Nacional de Investigadores. En un tiempo récord, la Comisión 
Honoraria integrada por el Ministro -en aquel momento, era el señor Fau-, por el Presidente del CONICYT y 
por el Rector, logró el montaje necesario como para poder lanzar el Fondo. 


Se diseñó un esquema de cómo se iba a hacer la selección y el llamado, qué garantías se daba a los 
investigadores respecto a la selección, etcétera y la elección de las personas que iban a hacer la selección. 
Luego esta elección fue aprobada por unanimidad por el CONICYT, por el Consejo Directivo Central y por 
el señor Ministro. Es decir que en ese momento quedó creado un comité de selección y el Fondo comenzó a 
funcionar. También se creó la reglamentación del Fondo y los investigadores fueron designados por tres años. 
Entonces, los investigadores cobraron los años 1999, 2000 y 2001. Pero como, en definitiva, el ingreso fue en 
noviembre del año 1999, de hecho, cobraron de manera atrasada porque en el año 2000 cobraron el año 1999, 
el 2000 en 2001 y el 2001 en 2002, y en diciembre de este año van a cobrar la última prima aun cuando su 
designación ya caducó el 31 de diciembre de 2001. En este momento en el Fondo simplemente ya no hay más 
investigadores, pero hay un atraso en el pago a los que estuvieron dentro del Fondo. Como los investigadores 
siguen cobrando, el escándalo no ha trascendido; en realidad lo que están cobrando son dineros atrasados. 


Oportunamente y por nota le comunicamos al señor Ministro Mercader que era imprescindible que en el 
curso de este año esta situación se reviera. Además, hay que tener en cuenta que era la primera vez que se 
instrumentó este Fondo y que la historia de estos fondos en los países de América Latina que los han lanzado 
narra que la primera generación siempre es problemática porque como se hace una selección, son más los que 
quedan fuera que dentro. Sin embargo, aquí no fue tan problemático, porque de 712 personas que se 
presentaron -de las que se eligieron 153 que cobraron la prima-, hubo 5 o 6 recursos formales. En rigor no fue 
un proceso para nada escandaloso; hubo algunas protestas, pero el Fondo comenzó a funcionar con 
benevolencia general. 


Entonces, se tuvo la prudencia de establecer que los investigadores designados en la primera generación no 
marcaba precedente ni suponía el derecho a una renovación automática. 


La segunda generación iba a ser elegida como si no hubiera existido una primera generación. Por otra parte, a 
mediados del año 2001 también se hizo cesar anticipadamente a los integrantes de la comisión de selección 
que funcionó en la primera selección, de manera que tampoco existe esa comisión. Quiere decir que se 
imponía la utilización de los elementos positivos que había dado la experiencia del llamado anterior, 
procurando sortear las dificultades para evitar los problemas que se ocasionaron. Entonces, la comisión 
honoraria del Fondo integrada, como dije, por el señor Ministro, por el Presidente del CONICYT, doctor 
Servián y por el Rector, tenía las manos libres como para actuar. De hecho, si ustedes miran la página web 
del CONICYT verán: "Fondo Nacional de Investigadores, período 2002-2004". 


Efectivamente, esto en su momento fue resuelto por esta Comisión Honoraria que fijó una modalidad más 
perfeccionada de cómo hacer el llamado e hizo una serie de correcciones, yo diría menores, pero que los tres 
-el señor Ministro Mercader, el doctor Servián y quien habla- entendimos que mejoraban el anterior, como 
que en el nivel más bajo hubiera más investigadores que en el alto, lo que no aconteció en el llamado anterior 
por la forma como se hizo. Sin embargo, este esquema de llamado que fue acordado nunca se llevó a la 
práctica. 


Quiere decir que, a poco más de un mes, vamos a tener una situación explosiva. Va a haber investigadores 
que van a dejar de cobrar sus primas -son relativamente modestas; acá aparecen en dólares, lo que está mal: 
habría que hacer su equivalente en pesos porque sigue habiendo $ 10:000.000 y no US$ 1:000.000-, y esto es 
algo muy urgente. Estaríamos dando una señal horrible respecto de montos que son sustantivamente 
pequeños, que tienen que ver con un sector muy selecto de personas, que están en el país -esta es una 
condición fundamental porque si no se deja de cobrar-, y estaríamos agregando un elemento más a la enorme 
masa de mensajes negativos que en este momento está recibiendo toda la población, que no puede justificarse 
por razones económicas. Estamos hablando de $ 10:000.000 que están previstos en el Presupuesto; no habría 
que hacer un decreto o una ley. 


Este es un problema muy sencillo de entender -me parece a mí-, respecto al cual también queremos llamar la 
atención de la Comisión porque debería ser una prioridad que, por lo menos antes del 31 de diciembre, se 
haga el llamado. Eso no quiere decir que las personas vayan a ser seleccionadas antes de esa fecha, sino que 
se haga el llamado. De esa manera, por lo menos daríamos la seguridad de que el año que viene, aun cuando 
la designación termine en el segundo semestre, la persona cobrará, si es seleccionada, la prima 
correspondiente a todos los meses del año 2003. Entonces, es un problema grave que no es difícil de resolver, 
así que creo que si todos ponemos un poco de esfuerzo, sería relativamente fácil dar un mensaje positivo y 
evitar una protesta generalizada que no ayudaría a nadie. 


SEÑOR CABAÑA.- Quisiera aportar dos elementos más. Uno tiene que ver con las inquietudes de los 
investigadores que, respetando lo ocupado que está el señor Rector, me llaman a mí para plantear lo 
grave de la situación. Realmente, se trata de una inquietud que nos pesa mucho y que nos hace temer 
que la situación pueda llegar a extremos aún peores de no poder seguir desempeñando sus tareas en 
nuestro ambiente, lo que ya ha ocurrido con algunos investigadores, que se han ido del país. 


Por otra parte, en la conversación que mantuvimos con esos investigadores, hemos podido palpar 
conformidad con las pequeñas modificaciones que se hacen en este llamado. 


Una modificación refiere a que la Comisión Asesora se ha reducido en número respecto de lo que fue en la 
primera ocasión, y alrededor de ella van a funcionar asesoras por área, lo que va a permitir que los 
investigadores para el nuevo llamado tendrán su dictamen técnico. Recuerdo que en la primera oportunidad 
hubo una única Comisión que tomó la decisión y, no pudieron tener ese dictamen técnico. 


Otra modificación consiste en que los integrantes de esa Comisión Asesora van a ser evaluados, lo que en la 
oportunidad anterior, por razones de urgencia, se entendió que no era necesario y, de hecho no se hizo. Ahora 
se establece que un Comité consultor, integrado por investigadores del más alto nivel internacional, evaluará 
a quienes van a integrar esa Comisión Asesora. El trabajo del señor Rector y del Presidente del CONICYT - 
que en esto han intercambiado opiniones en diversas oportunidades- ha llevado a consultar a investigadores 
realmente muy acreditados a nivel internacional, que han manifestado su acuerdo y su disposición a 
participar. 


Quiere decir que está muy avanzada la situación como para poner en práctica el funcionamiento del nuevo 
llamado. 


SEÑOR GUARGA.- Cuando nosotros hablamos del Decreto N* 308 estamos haciendo referencia a un 
esquema que opera en la interna del país. Debemos pensar que, en algún momento, a nivel del 
MERCOSUR se va a discutir lo que tiene que ver con los servicios profesionales. Esto quiere decir que 
si, por ejemplo, el arquitecto Acuña viaja a Brasil y quiere ejercer su profesión, deberá existir algún 
grado de regulación para que ello sea posible. Naturalmente, un profesional siempre puede revalidar 
su título, pero ese es un trámite personal y que, en general, es complejo y lento. 


El MERCOSUR Educativo, en un paso hacia esa dirección, se propuso acreditar carreras. ¿Qué quiere decir 
esto? Que se discutan estándares y se acuerden, y que se discuta un esquema de verificación, que siempre se 
hace con inspectores cruzados -llamémosles así-, para verificar carreras. Se decidió comenzar por tres 
carreras: agronomía, ingeniería y medicina, en ese orden: agronomía tendría que comenzar su acreditación 
ahora, ingeniería en el primer semestre del año que viene y medicina en el segundo semestre del año 
próximo. Se ha trabajado a nivel del MERCOSUR, a través de una comisión por carrera, a efectos de escribir 
los estándares -les ahorro una masa de información impresionante porque los estándares implican kilos y 
kilos de papel, ya que el trabajo de las comisiones ha llevado muchísimas horas de especialistas-, y todo eso 
ya está hecho. En el caso de agronomía, el trabajo está terminado. 


¿Qué se requiere? Que cada país tenga una agencia -voy a decir una palabra que después voy a aclarar- 
nacional de acreditación. La palabra nacional complica las cosas porque, en rigor, es una agencia de 
acreditación hacia fuera del país; no es una agencia hacia dentro, es una agencia hacia la región. El país 
adentro puede tener los estándares que se le ocurra, pero esta agencia que cada país debe tener debe 
garantizar respecto a los otros países que cuando diga: "La carrera tal está acreditada", ello fue así de acuerdo 
con los estándares del MERCOSUR. Es decir que nosotros podemos tener al Consejo Consultivo de 
Educación Terciaria Privada que diga que una licenciatura puede tener mil ochocientas horas, pero esa 
licenciatura no lo es a nivel del MERCOSUR porque este establece dos mil setecientas horas. Nosotros 
podemos tener una acreditación de la frontera para dentro. Por ejemplo, podemos decir que el instituto tal da 
determinada licenciatura. Eso lo decimos dentro de nuestro país, pero la agencia de acreditación hacia el 
MERCOSUR no puede decir que esa carrera que está acreditada en el país es, de acuerdo a los estándares del 
MERCOSUR, una licenciatura, porque no lo es. Debe decir que no lo es. Aclaro que la agencia nacional de 
acreditación no es una especie de superposición al Decreto N* 308; es algo distinto porque acredita hacia 
fuera. 


Argentina, Chile y Brasil tienen una agencia de acreditación -en esto está involucrado Chile y Bolivia, 
además de los países del MERCOSUR-, mientras que Uruguay y Paraguay no la tienen. En tanto Bolivia, 
que no tenía agencia de acreditación, ahora la tiene. 


En la última reunión de Ministros que se realizó en Buenos Aires a mediados de este año, análoga a la que 
tendrá lugar en Río, Uruguay se comprometió a tener una agencia de acreditación para fines de este año. ¿Por 
qué? Porque debemos hacer el llamado para carreras de agronomía, dado que en el cronograma, estas carreras 
comienzan a acreditarse a fines de este año. ¿Cómo se hace la acreditación de una carrera? La agencia 
nacional de cada país exhorta a que se presenten las carreras de agronomía que quieran hacerlo, a los efectos 
de la acreditación regional. En el caso de agronomía, la única carrera que se va a presentar es la de la 
Universidad de la República, porque las otras universidades no tienen carreras de agronomía. En ese aspecto, 
el problema es mucho más sencillo de resolver. 


Inclusive, en la reunión de Ministros se habló de la posibilidad de que no necesariamente deba hacer la 
función de la agencia de acreditación un organismo que cumpla las condiciones predefinidas dentro del 
MERCOSUR Educativo, sino que pueda ser una comisión ad hoc, lo que facilitaría el arranque. 


Otro aspecto bien intencionado y con buenos propósitos es que Argentina y Brasil se han ofrecido a acreditar 
las carreras de los países que no tengan agencia; en aquel momento eran tres: Bolivia, Paraguay y Uruguay. 
En esa oportunidad nos reunimos con el Ministro Mercader y acordamos que el Uruguay no podía decir que 
sería acreditado por Brasil o Argentina. El señor Ministro afirmó que el Uruguay iba a abrir el llamado de las 
carreras de agronomía e iba a proceder a la acreditación de la carrera, que ya se sabía que se presentaría una 
sola, la de la Universidad de la República. Estamos a fines de noviembre y ese llamado no se ha hecho. El 
Uruguay estaría incumpliendo con lo prometido. Esta es la constatación que recibirá el Ministro Guzmán este 
viernes en Río. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Quiénes integrarían esa agencia de acreditación? 


SEÑOR GUARGA.- Una cosa es la agencia de acreditación, que es la que debe hacer el llamado y, otra, 
quienes se presentan. ¿Qué características debe tener esa agencia de acreditación? En el informe que 
presentamos aparecen todos los elementos necesarios a los efectos de ilustrar lo que estoy señalando. 
Hay un memorándum de entendimiento que corresponde a la reunión que se realizó en julio de 2002 en 
Buenos Aires. Luego hay un cronograma de agronomía, ingeniería y medicina. La fecha final para el 
llamado de agronomía era el 31 de octubre de 2002, para el de ingeniería, el primer semestre de 2003 y 
para el de medicina el segundo semestre de 2003. 


De acuerdo al memorándum de entendimiento previo, la agencia debe tener las siguientes características. 
Debe ser una persona de derecho público y el criterio de selección de los integrantes de la agencia, debe 
atender los siguientes requisitos: ciudadanos naturales o legales, o residentes en el país por un lapso no 
inferior a tres años; grado equivalente o superior al de las carreras que se someterán al procedimiento; 
experiencia en enseñanza e investigación del más alto nivel académico en una institución de educación 
superior autorizada, de conformidad a la normativa legal vigente en cada uno de los países; experiencia en 
evaluación y gestión académica universitaria. Los miembros serán honorarios y durarán dos años en sus 
funciones, pudiendo ser reelectos. 


Este proceso es bastante prolongado aunque pronto culminará. El 14 de setiembre de 1999 el Consejo 
Directivo Central de la Universidad propuso, a pedido del entonces Ministro Fau, cómo se podía integrar la 
agencia de acreditación. La propuesta que hacemos es que la agencia esté integrada por cinco miembros, dos 
de ellos propuestos por el Ministerio de Educación y Cultura, dos por el Consejo Directivo Central de la 
Universidad de la República y uno por los cuatro anteriores. Esta es la idea de la Universidad de la República 
sobre la estructura de esta agencia de acreditación. 


Luego, a través de una resolución del Consejo Directivo Central del 20 de agosto de 2002 se pide al Ministro 
la convocatoria inmediata a la acreditación de la carrera de agronomía, prevista para llevarse a cabo entre el 
1 de agosto y el 30 de setiembre de 2002, de acuerdo al cronograma de convocatorias resuelto en la reunión 
de Ministros de Educación de los países del MERCOSUR más Bolivia y Chile, realizada en junio de 2002. 
Todavía no hubo respuesta a esto. Nos encontramos en un proceso en el cual el país asumió un compromiso 
en julio y no hemos podido concretarlo. Estamos preocupados porque nuestra carrera de agronomía se ha 


preparado, ha hecho los deberes necesarios, los procesos de autoevaluación previos, la elaboración de los 
documentos, etcétera, para lograr la acreditación. Hasta el momento, al no haberse resuelto por parte del país 
el problema de la agencia, a menos que recurramos a nuestros amigos de la CONEU de Argentina o del 
Ministerio de Educación brasileño, no tenemos cauce para acreditar esta carrera. 


Este es un problema de resolución perentoria porque después vendrá ingeniería; no sabemos si habrá alguna 
carrera en la órbita privada que se vaya a presentar pero sí sabemos que se presentarán las carreras de 
ingeniería de la Universidad de la República. Y por último vendrán las carreras de medicina, todo esto en un 
lapso de seis meses. Por lo tanto, resolver cuanto antes la creación e instalación de esta agencia es un aspecto 
de muchísima preocupación. 


SEÑOR ARREGUL.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Universidad. 


Nos enteramos de este tema en la prensa, buscamos algo más a raíz de la nota que envió el Rector a la 
Comisión y nos remitimos a los Decretos N* 308 y N* 309. Entonces, quisiera hacer algunas preguntas. 


En cuanto al tema de la enseñanza universitaria privada, coincido con que el criterio de que sea el mercado el 
que regule la apertura de nuevas carreras es una barbaridad. El Rector puso el ejemplo de un arquitecto, pero 

yo diría más: ¿qué pasaría con un médico? De aquí en más la única garantía que podrá tener la gente será leer 
en la chapa: "Médico de tantos años de duración de carrera en tal lugar"; esa sería alguna garantía. 


Mencionaron que algunos actores de la enseñanza terciaria privada estarían en contra del artículo 7” del 
Decreto N* 309. Quisiera saber si ha habido algún pronunciamiento formal de esas instituciones, si es que se 
han realizado comentarios y, si fuera posible, cuáles son los actores de la enseñanza privada que se oponen a 
este artículo. 


Asimismo, mencionaron que ha habido pronunciamientos jurídicos y que han tenido asesoramientos en los 
que se señalaba que se acota enormemente la posibilidad que tiene el Consejo Consultivo para poder 
autorizar a esas carreras. Quiero saber si además de ser inconveniente, se señala alguna ilegalidad en relación 
con este artículo 7”. 


Con respecto al Fondo Nacional de Investigadores, deseo saber si han mantenido contactos con el Poder 
Ejecutivo -llámese Ministerio de Economía y Finanzas o, en su defecto, Ministerio de Educación y Cultura- a 
fin de que se puedan proporcionar los recursos para el Fondo Nacional de Investigadores; $ 10:000.000 
serían un poco más de US$ 300.000. 


Con relación al tercer tema, quiero decir que hay algo que no entendí. Han planteado que el primer paso sería 
instalar la agencia. Ahora bien, ¿cómo opera la acreditación de una carrera universitaria si la agencia está 
constituida por representantes del país y los inspectores, que son los que tendrían que ver la calidad, el nivel 
de profundidad y analizar el estudio de una carrera, serían extranjeros? ¿Cómo se compatibiliza eso? No sé si 
se entiende la pregunta, porque a los que más les interesan las garantías es a los otros países. Ello no obsta la 
responsabilidad que tendrá la Agencia Nacional de Acreditaciones. Me gustaría saber cómo se compatibiliza 
eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me siento particularmente tocado con relación al primer tema, por lo que 
decía el doctor Ares Pons, con quien participé en un largo proceso, que creo que fue muy rico, que 
terminó con la aprobación del Decreto N” 308, de 1995, que considero que es la regulación que abre el 
camino a un sistema universitario en el que aparecen otros actores, los privados, además de la 
Universidad de la República. Más allá de las diferencias que la Universidad tuvo sobre algunos 
aspectos contenidos en el Decreto, los criterios en él establecidos estaban en una línea, por cierto, muy 
lejana a la del libre mercado, a pensar que el mercado iba a ser el encargado de asignar cuáles eran las 
instituciones universitarias legítimas, válidas, o que ofrecían alternativas de calidad en cuanto a la 
formación. Por el contrario, el Decreto intenta una regulación, creo que seria. De hecho, el doctor 
Cajarville fue el redactor principal del Decreto, y uno de sus dictámenes es el que hoy la Universidad 
trae para demostrar la preocupación de lo que ha significado -comparto la opinión de la Universidad- 
una desnaturalización de la idea inicial. Es decir, desde el inicio la idea era que la Universidad de la 
República participara de manera primordial en el proceso de discusión en cuanto a establecer nada 
más y nada menos que autorizaciones a instituciones universitarias para funcionar y dar 


reconocimiento estatal a carreras de instituciones universitarias privadas. Entonces, la importancia de 
que la Universidad diera un informe sobre cada caso y cada vez, independientemente de que la 
institución ya tuviera su autorización, me parece que estaba en el espíritu del Decreto y, además, estuvo 
en el funcionamiento del Consejo durante un tiempo muy largo. Sé que luego hubo dificultades -ya no 
estaba en el Ministerio en ese momento- y un alejamiento temporal de la Universidad con respecto al 
Consejo, pero aun en ese tiempo de alejamiento, el Consejo siguió manteniendo el criterio de solicitar a 
la Universidad un dictamen, una evaluación de cada una de las carreras. 


Entonces, la modificación que se produce ahora es muy preocupante. Obviamente, soy partidario de una 
oferta universitaria diversa; me parece que es muy bueno para el país que se hayan abierto alternativas. 
Precisamente, el hecho de que el estándar de exigencia para el reconocimiento sea alto, significará una suerte 
de obligación de mejoramiento de todos en la oferta académica y en la formación universitaria. Pero, para 
que ello ocurra, debe haber, efectivamente, una regulación y ésta debe ser exigente. 


Esto nos preocupa muchísimo. Asimismo, nos preocupa muchísimo que el Presidente del Consejo Consultivo 
de Enseñanza Terciaria Privada asuma el cargo diciendo que, en realidad, ese Consejo no debería existir. No 
entiendo mucho la lógica de que alguien asuma un cargo en un lugar que, desde su punto de vista, no tiene 
razón de ser; hay un problema esquizofrénico de cómo uno maneja esa situación. Me parece muy 
preocupante ya desde la base esa circunstancia, esa declaración, ese posicionamiento; adelantando una 
opinión, creo son de las cosas que ameritan que solicitemos al Ministerio de Educación y Cultura una 
comparecencia con relación a este tema para que nos digan cuál es la posición que tienen. Sé que ahora hay 
un nuevo Ministro, por lo que ello también supondría escuchar su opinión. 


Con respecto al primer tema, me parece que el riesgo es muy grande, porque un sistema universitario plural 
funciona si realmente la regulación funciona con exigencia. De lo contrario, nos expondríamos a los riesgos 
de los que hablábamos con el doctor Ares Pons en el año 1995 acerca de otros países de América Latina en 
los que pululan las "Universidades" -entre comillas- y donde, en definitiva, cada cual monta la suya Por 
suerte, aquí tenemos una regulación que es legislativa, que no se arregla con decretos y que restringe el uso 
de los términos "Universidad", "Facultad" o "Instituto Universitario". Pero, si en el Ministerio se aflojan las 
líneas de exigencia y se reconocen iniciativas que no cumplen con un mínimo de calidad, seguramente se 
comenzará a hacer uso de esos términos. Entonces, por ahíí tendríamos una especie de transgresión al nivel 
de exigencia que la norma legislativa establece. 


Creo que es un tema que tenemos que asumir con urgencia, con celeridad. Debemos exigir el cumplimiento 
de normas que en su momento -me consta- fueron bastante debatidas y cuyo espíritu era diferente al que 
podría darse con la aplicación de estas modificaciones. 


Con respecto al segundo tema, comparto lo que expresaba el señor Diputado Arregui en cuanto a que el 
Fondo Nacional de Investigadores es un instrumento fundamental de apoyo al desarrollo de la investigación 
científica. En la medida en que ya han vencido los plazos, este es otro tema que deberemos tratar. 


Lo mismo pienso con respecto al tercer punto. Es una situación que no podemos admitir. Para el Uruguay es 
muy desdoroso que en el contexto del MERCOSUR, a escala regional, el país vaya quedando atrás, nada 
menos que en agencias de acreditación. No es nada bueno quedar en el último lugar de la tabla en la 
velocidad de generar mecanismos de acreditación. Claro que esto puede tener que ver con el hecho de que el 
Uruguay, durante muchísimo tiempo, tuvo una sola oferta educativa a nivel universitario, lo que de alguna 
manera suponía una acreditación por sí misma. Pero, ya han pasado unos cuantos años y los compromisos 
asumidos a nivel del Poder Ejecutivo deberían cumplirse con velocidad. 


Me consta que la Universidad de la República ha hecho esfuerzos importantes de autoevaluación, lo que ha 
significado establecer estándares de autoacreditación. Pero, entramos en un proceso de integración regional y 
eso nos viene muy bien porque nos obliga a medirnos en la región; para un país pequeño, medirse sin llegar a 
comparar, puede significar quedarse contento consigo mismo, pero en una comarca. Por el contrario, el 
desafío de la acreditación a escala regional es bien interesante y positivo para el desarrollo de la academia 
uruguaya. 


Por lo tanto, es ineludible formular una convocatoria al nuevo Ministro de Educación y Cultura para 
considerar estos tres temas y para conocer los cursos de acción que piensa tomar. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con verdadera satisfacción recibimos a esta delegación tal calificada de la 
Universidad, presidida por su Rector. 


Podemos decir que la Universidad de la República casi que forma parte de la identidad nacional. En lo 
personal, debería decir soy nada más que un hijo de la Universidad. 


Creo que tendríamos que continuar esta conversación en otra oportunidad, sin los apremios de tiempo que 
hoy tenemos, porque hay muchos asuntos que deberían ser de interés de esta Comisión, como por ejemplo, la 
forma en que la Universidad de la República es conducida -aclaro que no es una crítica personal a quienes la 
conducen-, en función de los criterios que pautan su manejo y el proceso de toma de decisión dentro de la 
propia institución. 


En la base de muchos de los hechos que están sucediendo está la percepción que muchas personas tenemos 
de que cuando apareció en el firmamento educativo en primer lugar el fenómeno de la institución terciaria de 
educación privada y, en segundo término, el fenómeno de la universidad privada, la Universidad de la 
República se colocó en una actitud negativa en muchos sentidos; lo digo con todo respeto. 


Cuando acompañábamos en el Ministerio a la doctora Reta, la Universidad sostenía que debía tener el 
monopolio en materia de enseñanza universitaria. Tengo la impresión de que después del pronunciamiento 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, no debe ser seguramente hoy la posición de la Universidad de 
la República y este es un progreso muy importante porque -creo yo- las universidades privadas han venido 
para quedarse, responden a la diversificación de la oferta educativa y generan ámbitos distintos de enseñanza 
universitaria. Deben ser respetadas; simplemente diría que deben ser respetadas porque el hecho es que 
muchas veces la autorización para funcionar demoraba muchísimo tiempo y estaban permanentemente a la 
defensiva. 


En oportunidad de la propia impugnación del Decreto N” 308 que hizo la Universidad, se retiró del Consejo 
Consultivo, que hoy parece ser un ámbito de acción natural o, al menos, yo creo que lo es. La Universidad, 
debidamente asesorada, tenía su opinión en cuanto a la legalidad del Decreto -nosotros teníamos muy claro 
que el Decreto no era ilegal-, pero no entendemos por qué mientras tanto se fue del Consejo, oportunidad en 
la cual surgió esa resolución del Ministro de entonces que empezó a pasar las solicitudes de nuevas carreras. 


No voy a entrar al aspecto jurídico porque tendría que estudiarlo con los elementos de juicio que se nos 
acaban de suministrar, que me parecen muy importantes. De todas maneras, creo que en el fondo, no hay 
diferencias de opinión desde el punto de vista jurídico porque todos tenemos claro que tiene que haber una 
intervención de parte de la Universidad para ayudar a las universidades privadas. En casi todos los países del 
primer mundo, una de las funciones de las universidades estatales es ayudar a las privadas, lo que quizás 
signifique, no sé si un cambio de actitud, porque quizás yo no esté tan actualizado de lo que está pasando en 
este momento -coincido con el señor Diputado Arregui en cuanto a que parecería que la prensa siempre 
tiende a resaltar los aspectos negativos y uno recurre a ella-, pero sí un acercamiento que nosotros creemos 
que tiene que darse dentro y fuera del Consejo Consultivo entre la Universidad de la República y las 
universidades privadas, porque a ambas las necesitamos. 


Además, mociono para que el Consejo de Rectores de las Universidades Privadas sea recibido por esta 
Comisión, me atrevería a decir, antes de que recibiera al nuevo Ministro, a fin de contar con todos los 
elementos de juicio. Por otra parte, al fin y al cabo, el señor Ministro hace una semana que está en el cargo y 
de esta manera le daríamos tiempo para que se aclimatara un poco más. 


En el tratamiento del tema más específico tenemos que distinguir entre crear una universidad o crear una 
carrera -en lo que creo que el Consejo debe intervenir; si no lo está haciendo, habrá que corregir la parte 
legal-, entre crear una carrera y cambiar algún punto del plan, aumentar la carga horaria o actualizar la 
bibliografía porque, en términos tecnológicos, la velocidad es cada vez mayor. Quiere decir que no veo grave 
distinguir entre aspectos esenciales y no esenciales para hacer la cosa más ágil, porque el mundo avanza muy 
rápido. Cualquiera sea la solución, esta tiene que ser dotada de ese tipo de agilidad. Pero, la creación de una 
nueva carrera sí tiene que pasar por el Consejo y la Universidad allí tiene que ayudar. 


El mismo criterio lo utilizamos para la agencia de acreditaciones. En el proyecto que presentó la Universidad 
de la República, las universidades privadas no existen. Este problema no se presentará en el caso de 


agronomía, pero sí con otras carreras. No estoy diciendo que cada universidad privada integre la Agencia de 
Acreditaciones, pero me parece imprescindible que el conjunto de ellas esté representado, lo que contribuirá 
a mejorar el clima que debe regir entre los dos sectores de la enseñanza universitaria en el país. 


Personalmente y quienes representamos en este ámbito, propugnamos que haya una actitud de colaboración 
con buena fe, desideologizada desde todo punto de vista, teniendo presentes los fines de la enseñanza 
superior y lo que el país espera de ella. Todos tienen un papel a desempeñar y el hecho de que haya miles de 
padres que hacen sacrificios impresionantes para mandar a sus hijos a las universidades privadas responde a 
distintas razones -no solo a aquellas estrictamente curriculares-, a la existencia de una necesidad en cuanto al 
ámbito donde quieren que sus hijos cursen los estudios universitarios. 


Pensaba hablar mucho más, pero como el Rector debe retirarse, me parece de justicia dejar tiempo para que 
la señora Diputada Percovich pueda intervenir. 


SEÑORA PERCOVICH.- Mi intervención, como siempre, será muy breve; son dos preguntas 
concretas. No voy a hacer un discurso porque me parece que no es el objetivo de esta Comisión. 


En primer lugar, quisiera que se me aclarara si el llamado que se necesita hacer antes del 31 de diciembre 
debe ser hecho por el Ministerio de Educación y Cultura y para qué. 


En segundo término, quiero saber qué tiene que hacer el Ministerio de Educación y Cultura o el Poder 
Ejecutivo en el caso de la Agencia de Acreditaciones. Es decir, ¿tiene que definir su integración o nombrar a 
sus integrantes? Me parece que primero debería definir su integración, pero me gustaría que se contestara 
concretamente. 


SEÑOR MAHÍA.- Compartimos en su totalidad las intervenciones del compañero Diputado Arregui y 
del Presidente de la Comisión en cuanto al concepto general y no tanto la del señor Diputado Bergstein, 
con la cual puedo tener algunos puntos de coincidencias, pero no es momento de discursos, como bien 
dijo la señora Diputada Percovich. 


A modo de constancia, estamos de acuerdo con convocar al señor Ministro de Educación y Cultura para 
conversar sobre estos temas, pero me preocupan los plazos. Me parece que la propuesta del señor Diputado 
Bergstein en cuanto a que concurran los representantes de las universidades privadas es de orden, pero en 
relación con el Fondo Nacional de Investigadores debemos tener en cuenta que los plazos son muy concretos 
y las resoluciones muy urgentes. En lo personal, creo que es fundamental, como señal para el Uruguay y para 
los uruguayos, hacer el máximo esfuerzo para resolver esto de manera positiva, esto es, que los recursos 
asignados en este caso se hagan efectivos, ya que sería un elemento multiplicador a la hora de dar esperanza. 


Por eso la moción del señor Diputado Bergstein me parece pertinente, pero insisto en que estamos ante plazos 
-sobre todo en uno de los temas- que determinan ciertas urgencias como para que podamos hacer andar los 
mecanismos acá descritos. 


SEÑOR GUARGA.- Iremos respondiendo las preguntas fáciles primero para llegar después a las 
difíciles. 


La más fácil de todas es la que hacía el señor Diputado Arregui con respecto a los recursos para el Fondo 
Nacional de Investigadores. Estos recursos están previstos en la Ley de Presupuesto y son los que se están 
ejecutando este año; de la misma manera en que se está haciendo este año, el que viene podrán ejecutarse los 
recursos correspondientes. De hecho, no es que haya que incorporar recursos o tomar una resolución respecto 
de nuevos recursos. Si bien la designación debería incorporar el 2002, los investigadores, que han tenido 
paciencia para cobrar lo correspondiente al 2001 en el 2002, quizá no tengan mayor impaciencia y admitan 
cobrar el 2002 en el 2003; es el mismo monto dotado presupuestalmente y no por una vez, sino año a año. Es 
decir, no se trata de un problema nuevo, sino que es simplemente la aplicación de una ejecución. Además, se 
ha considerado como un sueldo y es muy claro que la política del Ministerio ha sido priorizar sueldos sobre 
gastos e inversiones. En rigor, no es un sueldo sino un gasto, pero de la misma manera que se han pagado 
becas, también se ha aportado al Fondo Nacional de Investigadores. En ese sentido, no habría ningún 
problema. 


Responderé ahora a las preguntas de la señora Diputada Percovich y del señor Diputado Arregui con respecto 
a la Agencia. 


Como bien decía el señor Diputado Arregui, el funcionamiento de la Agencia interesa a los otros países 
porque es interés de aquellos que recibirán a nuestros profesionales saber si la carrera que ha hecho cierto 
profesional es confiable o no. 


Por lo tanto, el funcionamiento correcto de la Agencia importa a los otros países y por eso la normalización 
de cómo deben ser las características de la Agencia -no así el número de integrantes ni a quién representa 
cada uno, pero sí la calidad de los integrantes; me refiero a que sea una persona pública y que reúna las 
condiciones que leí- ya está establecida; las Agencias tienen que responder a eso. En virtud de que quizá para 
los países que no la tienen esto no sea sencillo de instalar, se admitió que por esta vez podría generarse un 
esquema "ad hoc" especial y transitorio. 


Ahora, ¿cómo funcionaría? El funcionamiento consistiría en poner en marcha los protocolos ya existentes, 
que habilitan la inspección externa. No es que el Uruguay diga que tiene una fantástica carrera de agronomía, 
porque no se trata de que Uruguay opine; los protocolos habilitan a que cada país tenga un inspector. 
Entonces, la comisión que viene a inspeccionar la carrera de agronomía se compone de un inspector 
argentino, uno chileno, uno brasileño, uno boliviano, uno paraguayo y uno uruguayo y aplica el protocolo ya 
establecido. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Quién designa a los inspectores? ¿Son integrantes de la Agencia? 
SEÑOR GUARGA.- Los definen los países; los países mandan. 


En la resolución de la reunión de Ministros en Buenos Aires tomada en junio del año pasado se establece: 
"Mecanismo experimental y convocatoria: análisis de las posibilidades y plazos.- Teniendo en cuenta la 
secuencia acordada se establecieron los siguientes plazos: [...] AGRONOMÍA[...], entre el 1? de agosto y el 
30 de setiembre de 2002, solicitud de inscripción por parte de las carreras". Quiere decir que esta solicitud 
está escrita, pero no está entregada en ningún lado porque no tenemos un organismo apto para recibir la 
inscripción. Más adelante agrega: "Comunicación de la aceptación por parte de la Agencia Nacional de 
Acreditación [...] del Registro de Pares de Agronomía". Es decir, la Agencia de Acreditación tiene que aceptar 
a los pares que los otros países designan. Entonces, son los otros países los que están interesados en que 
Uruguay tenga una agencia seria y exigente, de la misma manera que Uruguay está muy interesado en que 
Argentina tenga una agencia seria y exigente, que no sea meramente una expresión de los intereses 
corporativos internos argentinos porque nuestros inspectores tendrán que ser aceptados por esa agencia y 
nosotros vamos a nombrar inspectores exigentes. 


Uruguay entra en un juego muy importante donde la seriedad de proceder del Estado uruguayo tiene como 
reflejo nuestra capacidad de exigir lo mismo de los otros Estados. Por eso la agencia no está ligada al 
Consejo Consultivo de la Enseñanza Terciaria Privada, que es algo muy distinto. 


La propuesta que hace la Universidad de la República se basa en este concepto, es decir, el Estado uruguayo 
es el que habilita los mecanismos para inspeccionar las carreras uruguayas y, a su vez, exige el cumplimiento 
serio de los mecanismos a los otros Estados. En ese sentido, es una agencia con componentes formales del 
propio Estado: el Ministerio y la Universidad de la República. A quien designe como representante el 
Ministro o la persona propuesta como delegado de común acuerdo de las dos partes perfectamente puede ser 
una persona del ámbito privado; esa posibilidad no queda cerrada. Reitero que esta es una propuesta de la 
Universidad de la República; de cualquier manera, puede conformarse otra propuesta y ser examinada 
también. Lo importante es que en tanto seamos exigentes con nuestra agencia, podemos también serlo con las 
demás. 


Otra cosa muy importante es que si bien comencé explicando esto desde el lado de los servicios -porque es 
así como se entiende la dinámica que obliga en última instancia a validar la formación de los profesionales-, 
por el momento, el MERCOSUR Educativo está desconectado de esos servicios. Es decir, si legitimamos la 
carrera de agronomía del Uruguay, no quiere decir que los agrónomos uruguayos vayan a Argentina a ejercer. 
No. Lo único que estamos haciendo es decir que la carrera de agronomía de la Universidad de la República 
cumple los estándares del MERCOSUR. Nada más que eso. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Eso lo dice la agencia. 
SEÑOR GUARGA.- Sí. Por el momento no se llega más que hasta ahí. 


(Interrupción del señor Representante Bergstein) 


Ahí surge otra complicación más. En Argentina, Chile o Brasil existen colegios. En Uruguay 
estamos acostumbrados a un régimen según el cual una persona, por el solo hecho de haber egresado 
de la Universidad de la República -o de una universidad privada autorizada-, al día siguiente puede 
ejercer. En los otros países, cuando el egresado emerge de la Universidad con su título, comienza un 
periplo, ya que presenta su título al colegio correspondiente. Esto ocurre sobre todo en las profesiones 
que tienen regulación legal. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En los hechos, esto podría romper el principio de reciprocidad porque cuando 
nuestra agencia manda la acreditación de agronomía, como hay una colegiación obligatoria, quizá 
tenga que someterse a otro tipo de regulación, pero a la inversa no va a pasar porque si aceptamos el 
título la persona puede ejercer automáticamente. 


SEÑOR GUARGA.- Por eso acá solamente se trata el componente académico. Cuando discutamos el 
ejercicio de nuestro agrónomo en Argentina o del agrónomo argentino en Uruguay, hay una masa de 
problemas que ni siquiera se han abordado. Pero por lo menos tendremos claro si el agrónomo que 
pretende ejercer en nuestro país partió de una carrera seria. Una condición necesaria es que el 
profesional haya partido de una carrera seria. Este es el esquema de la Unión Europea: se señala como 
condición necesaria que la persona se haya formado en un ámbito acreditado. Si no cumple con esta 
condición ni siquiera se discute si puede o no ejercer; directamente no puede hacerlo, no se le habilita 
el título, es como si alguien sin título pretendiera ejercer una profesión. 


Me parece que el MERCOSUR Educativo ha sido prudente, lo que le ha permitido avanzar rapidísimo. 
Respecto a la cuestión académica, en un par de años hemos cumplido lo que Europa tardó décadas. Pero al 
desencajar el ejercicio, se simplificó. Se encontraron buenas soluciones técnicas, por ejemplo, los protocolos 
son de muy alta calidad. En ese aspecto las cosas están bien hechas. 


No podemos decir cuáles son las instituciones privadas que están en desacuerdo, pero en el ámbito privado, a 
un establecimiento que quiera hacer las cosas con seriedad le interesa que haya exigencia. Entonces, es fácil 
saber cuáles son. 


Respecto a la ilegalidad del artículo 7, tanto el informe del doctor Cassinelli Muñoz como el del doctor 
Cajarville, no la señalan; sí indican que liberaliza en extremo, en el sentido de que los pedidos de nuevas 
universidades se deben acotar simplemente a aquello que es preceptivo de consulta. Se puede decir que 
contradice el espíritu del Decreto N* 308, pero mejor que la explicación que yo pueda brindar, su lectura 
puede ayudar a evacuar esa duda. 


En cuanto a las preguntas del señor Diputado Bergstein, la Universidad de la República no solicitaba el 
monopolio; es perfectamente consciente de la existencia de libertad de enseñanza. Lo que desde la 
Universidad nosotros planteábamos es que hubiera una supervisión desde el órgano especializado del Estado, 
de la misma manera que existe en las escuelas y liceos desde la ANEP, órgano especializado del Estado. Esto 
fue lo que no ocurrió, pero sí la salida del Decreto N” 308 que acatamos al momento y más aún, en los hechos 
nos convertimos en sus defensores. 


(Interrupción del señor Representante Bergstein) 


Puede avanzarse mucho en su perfeccionamiento. Por ejemplo, es absurdo que no haya 
seguimiento. Estamos aprobando papeles, ¿qué pasa después? 


(Interrupción del señor Representante Bergstein) 


En lo que tiene que ver con el relacionamiento con el ámbito privado de la Universidad, bregamos 
porque sea civilizado. Volvimos al Consejo Consultivo. Cuando era Consejero del Consejo Directivo 
Central como Decano de la Facultad de Ingeniería voté en contra de que la Universidad se retirara, y 
ya era Rector cuando el señor Ministro Fau planteó el regreso, oportunidad en la que se obtuvo una 
mayoría amplia. El balance que hoy hacemos es que fue muy importante haber regresado. Hay una 
estadística -en esto se puede abundar y podemos acercar el detalle- que muestra que de 47 o 48 
instituciones o carreras cuya decisión había que aprobar, la Universidad solo votó 7 negativamente. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Creo que es muy interesante el hecho de que nos estemos acercando al meollo 
del asunto. 


Cuando se dice que la Universidad ha apoyado, nos referimos a dos tipos de resoluciones, la creación de 
carreras o de nuevas instituciones. O también, en esas 48 hay resoluciones sobre términos menores, como el 
aumento de la carga horaria. Aclaro que se trata de una pregunta. 


SEÑOR GUARGA.- Estamos muy lejos de una oposición sistemática. Por lo tanto, creo que esto es lo 
que nosotros queríamos señalar. 


El doctor Ares Pons, que fue el primer Presidente del Consejo -debemos decirlo-, es realmente un conocedor 
minucioso de lo que allí acontece. Entonces, en particular, sobre este último punto, me parece que el diálogo 
no va a perder nada por el hecho de que el arquitecto Acuña y yo nos retiremos. 


Agradezco muchísimo habernos recibido y, por cierto la posibilidad de seguir dialogando, como señalaba el 
señor Diputado Bergstein, está siempre abierta yestamos a las órdenes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos las gracias al arquitecto Acuña y al señor Rector, a quien le desemaos 
un muy buen feliz viaje y que le vaya bien. 


(Se retiran de Sala el señor Rector de la Universidad de la República y al arquitecto Acuña) 


Damos la palabra al doctor Ares Pons. 


SEÑOR ARES PONS.- Me parece importante dejarles un material que corresponde al último informe 
-hecho por mí para el Consejo Directivo Central-, relativo a la situación en el Consejo Consultivo, y 
todo lo sucedido en el último año. 


Entre los anexos de este informe -que es muy extenso porque los contiene- se incluye el informe del año 
anterior, que corresponde al reintegro de la Universidad al Consejo Consultivo. Es decir que, prácticamente 
este material abarca desde el reintegro al Consejo Consultivo de la Universidad de la República hasta octubre 
de este año -con todo detalle-, y también están las planillas de todas las aprobaciones y cuestiones pendientes 
de discusión en el Consejo Consultivo, puestas al día. 


Es decir que se trata de una información exhaustiva que, además incluye algunos de los elementos que 
ustedes ya tienen respecto a los pronunciamientos jurídicos de los temas que ya analizamos. 


Reitero que el material que estoy entregando, prácticamente actualiza la información sobre el Consejo 
Consultivo desde el momento que la Universidad se reintegra, hasta octubre de este mes, incluyendo todas las 
planillas correspondientes a todas las instituciones y carreras aprobadas y, las cosas que están pendientes de 
aprobación. 


Fundamentalmente, me quería referir a las expresiones del señor Diputado Bergstein. Aquí tenemos la feliz 
circunstancia de que el señor Presidente de la Comisión fue el Director de Educación en el momento en que 
el ex señor Ministro Lichtensztejn planteó la necesidad de un decreto que, de alguna manera comenzar a 
regular la actividad de las instituciones privadas. Y digo la feliz circunstancia porque, él puede servir de 
testigo de que en la Comisión previa consultiva, designada por el señor Ministro Lichtensztejn, nosotros 
representábamos a la Universidad. El puede atestiguar que la mayor parte de los materiales que se utilizaron 


para elaborar el informe de aquella Comisión Consultiva, sirvieron de base para la elaboración del Decreto 
N* 308. 


Digo esto como muestra del espíritu con que la Universidad de la República participó en esas instancias 
previas a la elaboración del Decreto N* 308. En esa Comisión también estaban representadas las instituciones 
privadas, únicamente la ORT y la Universidad Católica. Y, precisamente, participaba el señor Diputado 
Mieres, en su calidad de Director de Educación. 


En aquel momento partíamos de cero. En este país, durante 150 años no hubo otra educación terciaria -no 
hablo ya de universitaria, sino terciaria, que no fuera la impartida por la Universidad de la República, salvo 
algunas excepciones de muy corta duración, a fines del siglo pasado, que no prosperaron. Es decir que, 
reitero, se partía de cero. 


La intención de la Comisión Consultiva, cuando elabora su informe es, que reconociendo que los que 
integrábamos esa Comisión no éramos especialistas en la materia, fue la de aportar y sistematizar los 
elementos que se consideraban imprescindibles para establecer una regulación del sistema privado. 
Fundamentalmente, nos basábamos en la legislación; es muy difícil inventar algo nuevo en la legislación 
internacional y, particularmente, en la de la región. Tomamos mucho de la legislación argentina en aquel 
momento. Pero, reitero, la intención era aportar los elementos básicos para que después se profundizaran por 
especialistas, a fin de elaborar luego la norma jurídica. Evidentemente, las urgencias del Ministro en aquel 
momento, no permitieron que esa intención de la Comisión se llevara a la práctica y, directamente con el 
material de esa Comisión Consultiva, que repito, diría que más del 90% fue aportado por la Universidad de la 
República, él encargó la redacción del decreto. Y, fundamentalmente, el doctor Cajaraville fue el que lo hizo. 


En buena medida esa circunstancia es la responsable de lo que nosotros consideramos como muchos errores u 
omisiones del Decreto, de las que nos consideramos corresponsabes porque, nosotros también fuimos el 
principal redactor del informe de la Comisión Consultiva. Y reitero que, obviamente nos sentimos 
corresponsables porque, en aquel momento estuvimos de acuerdo con todo lo que se decía allí. 


La mayor parte de las sugerencias fueron tenidas en cuenta pero, reitero que aquello era como un material en 
bruto como para ser elaborado por especialistas a posteriori. A título de ejemplo, el mínimo de duración que 
se puso para las licenciaturas -que yo considero que fue un disparate-, de acuerdo con el aquel momento, y 
considerando distinto tipo de legislaciones, fue fijado en 1800 horas, cuando poco tiempo después y luego de 
un estudio profundo del MERCOSUR, se estableció que para una licenciatura de cualquier tipo, no era 
aceptable una dedicación inferior a las 2.700 horas como piso. Hay elementos que se sugirieron y que no 
fueron considerados en el decreto, y otros que no fueron sugeridos pero que sí están incluidos en el decreto. 
Lo que consideramos muy erróneo y perjudicial y que no hemos visto en ninguna otra legislación es que la 
institución pueda presentar una carrera durante su puesta en práctica, es decir, durante el correr del primer 
año lectivo. 


¿Qué sucede en la práctica? Obviamente, la institución pone en marcha la carrera y casi al término del año 
lectivo la presenta al Consejo Consultivo, quien designa a los evaluadores. A través de los años se ha ido 
conformando una especie de banco de evaluadores de donde se los puede seleccionar con determinada 
fluidez, pero no siempre es así. Elegir a los evaluadores lleva cierto tiempo y los evaluadores demoran en 
hacer la evaluación. Finalmente, llegan los informes de los evaluadores. 


El Consejo adoptó un criterio que, aunque se reproche la lentitud de su trámite, es beneficioso para las 
instituciones. El Consejo simplemente podría tomar los informes de los evaluadores y elaborar un dictamen 
sobre esta base. Pero cuando los informes de los evaluadores incluyen muchas observaciones o críticas 
importantes al proyecto, se ha tomado como criterio razonable darle vista a la institución para después 
cotejarla con lo que plantearon los evaluadores. Sucede frecuentemente que cuando la vista llega, es 
trasmitida a los evaluadores que hicieron las críticas iniciales porque los miembros del Consejo no siempre 
son especialistas. Muchas veces la vista tiene la aceptación de las críticas. Por ejemplo, esta semana 
examinamos una propuesta del Instituto Crandon que tuvo una cantidad de observaciones importante por 
parte de los evaluadores. Luego llegó una vista de la institución muy bien elaborada donde se aceptaba la 
mayoría de las observaciones. 


(Interrupción del señor Representante Bergstein) 


Inclusive, hicieron notar que muchas de ellas ya habían sido introducidas en un nuevo programa 
que fue elaborado en el correr del tiempo que llevó el trámite y que adjuntaron. Todo este proceso 
beneficia a la institución porque con los informes de los evaluadores el Consejo Consultivo podría decir 
que las observaciones son de tal importancia que se niega la presentación. Si el Ministro acepta el 
dictamen del Consejo Consultivo, la institución tendrá que empezar nuevamente el trámite con una 
nueva propuesta o con esa propuesta modificada. Para obviar eso se realiza ese trámite que puede 
llevar, sumado al año lectivo prácticamente completo, un año más. La consecuencia de esto es que 
cuando el Consejo Consultivo está en condiciones de pronunciar su dictamen, ya transcurrieron casi 
dos años de carrera. ¿Pero quiénes son los rehenes de esta situación? Supongamos que la institución, 
luego de que se le da vista, decide no aceptar las observaciones de los evaluadores y persistir en su 
propuesta y que, a su vez, el Consejo Consultivo afirme que las observaciones son importantes y decide 
no aceptar la propuesta, con lo cual el dictamen es negativo. Hay estudiantes que ya cursaron dos años 
lectivos de esa carrera; ellos son los rehenes de esta situación. Esta posibilidad no la hemos visto en 
ninguna otra legislación, ni de la región ni de otra parte del mundo. Generalmente, cuando la 
institución se presenta, lo que se exige es que no comience su actividad hasta pasado determinado lapso 
después del pronunciamiento, en este caso, del Ministerio. Esto parecería lo razonable. Las 
instituciones dicen, con justa razón, que cuando se empieza una carrera, muchas veces hay que rever 
cosas que no funcionan y cambiarlas sobre la marcha. 


Discutí con el Rector de la denominada Universidad de Montevideo que el decreto no exige que para una 
pequeña modificación de un plan de estudios, de la plantilla docente o de un programa se paralice la 
actividad de la institución y se tenga que esperar el pronunciamiento del Consejo Consultivo. ¡De ninguna 
manera! Cuando la carrera está en marcha, la institución tiene la obligación de presentar los informes 
anuales. Todas esas modificaciones de mayor o menor trascendencia que se hagan en el transcurso del año 
deberían aparecer en el informe anual, pero de ninguna manera interrumpen la carrera. El decreto es bien 
claro en ese sentido. 


Con respecto a los informes, sé que hay instituciones que dicen presentar regularmente el informe anual. Por 
ejemplo, cito a la ORT porque tenemos muy buena relación con el ingeniero Fernández, colega de nuestra 
Facultad y amigo íntimo de uno de los delegados propuestos por la Universidad en el Consejo Consultivo. Se 
trata de una excelentísima persona y muy seria con quien hablamossobre este tema. Ellos presentaron el 
informe anual y hay otras instituciones que dicen que lo presentan en la Dirección de Educación. Habiendo 
estado desde el año 1995 como miembro del Consejo Consultivo -salvo la interrupción durante el período en 
que no participamos-, no he visto ni un solo informe anual, entregado, según la institución -y no lo dudo- a la 
Dirección de Educación. Los hemos pedido y nos dicen que los van a buscar y que creen que los han 
entregado. El hecho concreto es que, por una cuestión operativa o burocrática, yo no he visto ni un solo 
informe anual de los que el decreto exige presentar a las instituciones. No tengo ninguna razón para dudar de 
que hay instituciones que lo presentan. No olvidemos que además de las cuatro universidades hay ocho 
institutos universitarios cuya calidad es muy despareja, y tengo dudas de que muchos de ellos presenten los 
informes anuales. 


Con respecto al problema de fondo, la Universidad de la República impugnó con razones jurídicas el 
tratamiento distinto con respecto a lo que sucede en los otros niveles de la enseñanza. El órgano específico 
del Estado que tiene la idoneidad por su naturaleza para pronunciarse en estos asuntos, como lo tienen los 
Consejos de Secundaria o Primaria en los respectivos niveles, es la Universidad de la República. La 
legislación data de 1885 y 1889; no hay posterior porque nunca se planteó esto en el Uruguay hasta el año 
1984. Según juristas como Cassinelli Muñoz o Pérez Pérez esa legislación está vigente, más allá de que haya 
que adaptarla a nuevas leyes posteriores. Eso es lo que la Universidad impugnó desde el punto de vista 
jurídico con el debido asesoramiento. Pero una vez que se consolidó la asistencia del Consejo Consultivo, la 
base del Decreto N* 308 la proporcionó la Universidad de la República. Hubo alguna otra institución que 
propuso algún material de estudio pero, insisto, más del 90% del material que sirvió de base para ese informe 
-la redacción principal fue mía- fue de la Universidad de la República. Entonces, decir que la Universidad de 
la República tiene mala voluntad o que está en el Consejo Consultivo para dificultar el funcionamiento de las 
instituciones privadas -como lo ha dicho alguna vez el actual Presidente-, es absolutamente falso. Que haya 
determinados intereses en trasladar las críticas que la Universidad hace al funcionamiento del Consejo 
Consultivo o al propio Decreto N* 308 hacia un enfrentamiento con las instituciones privadas, me consta, 
porque cuando se hizo la conferencia de prensa sobre el Consejo Consultivo apareció un titular de un diario 
que decía: "La Universidad de la República consideraba a las universidades privadas como universidades de 


garage". Y si uno leía el texto del cual el cronista sacó el titular, lo que decía el memorándum que se repartió, 
advertía que no tenía nada que ver. Ese titular era impactante. 


Entonces, de alguna manera, hay intereses que buscan trasladar el problema hacia un enfrentamiento. 
Nosotros teníamos muy buenas relaciones con el Rector Mendizábal, tenemos muy buenas relaciones con el 
Rector Vázquez, por ejemplo, con el doctor Brito, con la ORT en una cantidad de aspectos en los que se 
colabora con ella, y con la Universidad de la Empresa, que tal vez está un poco menos vinculada porque su 
dimensión es mucho menor ya que en este momento tiene muy pocas carreras. 


Voy a confirmar aquí lo que expresó el Rector, en un informe correspondiente al año pasado. Allí él decía: 
"Desde la reincorporación de la Universidad de la República al Consejo, se han reconocido cinco nuevos 
institutos universitarios: Asociación Cristiana de Jóvenes, Maldonado-Punta del Este, Francisco de Asís, 
CEDIIAP y CIEP, y aprobado más de cuarenta carreras (incluyendo ocho revisiones de carreras anteriores 
[...]. Los miembros del Consejo propuestos por la Universidad de la República votaron negativamente la 
habilitación de los institutos [...] Francisco de Asís y Maldonado-Punta del Este.- De igual modo votaron 
negativamente el reconocimiento de las siguientes carreras: [...]". No voy a nombrarlas, pero son cinco 
carreras. Es decir, en una presentación de cinco nuevos institutos y de más de cuarenta carreras, eso votamos 
los miembros. 


Aclaremos que no somos delegados de la Universidad de la República formalmente, sino que somos 
propuestos por ella y nombrados por el Poder Ejecutivo, hasta el extremo de que, como mencionó el Rector, 
quien habla fue el primer Presidente del Consejo Consultivo. La razón por la que nos retiramos fue la 
discrepancia en aquel momento con el Ministro por resoluciones que tomó, porque consideramos que había 
desconocido la potestad del propio Consejo Consultivo. Nos retiramos; el Consejo Directivo Central nos 
pidió que renunciáramos. 


Esa es la situación, pero puedo agregar lo siguiente: más de una vez nosotros, los tres delegados nombrados a 
propuesta de la Universidad, hemos votado en contra del informe proporcionado por la Universidad de la 
República en el Consejo Consultivo; ha sucedido muchas veces. En muchas otras ocasiones, no hemos 
llevado el informe de la Universidad de la República porque lo considerábamos poco serio, inconsistente e, 
inclusive, tendencioso. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Entonces, nos da la razón. 


SEÑOR ARES PONS.- No; no se debe hablar de la Universidad en general, porque la Universidad de 
la República tiene siete mil docentes, sesenta mil alumnos y cien ofertas académicas. De manera que se 
puede decir que en determinado lugar de la Universidad de la República hay un prejuicio contra las 
universidades privadas y, si se le pide asesoramiento, lo más probable es que sea tendencioso; soy el 
primero en reconocerlo y en discutirlo dentro de la Universidad. Pero debe quedar bien claro que en el 
Consejo Consultivo nosotros actuamos a título personal. Tenemos una Comisión interna de educación 
terciaria privada, que preside el arquitecto Acuña, que tiene representación de todas las áreas 
universitarias, que nos ayuda en nuestro trabajo para considerar los distintos informes de los 
evaluadores con las diferentes áreas universitarias y formarnos una opinión. Lo que llevamos luego al 
Consejo Consultivo como postura puede coincidir o no. Y reitero que hemos votado negativamente; 
últimamente lo hemos hecho, por lo menos, en dos informes que hemos pedido a la Universidad. 
Además, ahora, tal como está funcionando el Consejo Consultivo a partir de la resolución del doctor 
Durán Martínez, el mecanismo es sumamente sutil: a la Universidad de la República no se le pide más 
opinión oficialmente. Entonces, el doctor Durán Martínez me dice: "Si usted quiere opinión de la 
Universidad de la República, pídala usted". Entonces, voy, pido los materiales, los llevo a la 
Universidad de la República, los llevo a la Comisión, ésta elige el servicio o los docentes a los que se 
pedirá asesoramiento, y se me entrega a mí el asesoramiento. Entonces, voy al Consejo Consultivo con 
el asesoramiento y tengo que hacer como "Menecucho", es decir, lo reparto. "¿Quieren verlo?" ¿Usted 
lo quiere? ¿Sí? Se lo doy" "¿Usted no lo quiere? No se lo doy". Se los hemos dado al Presidente Durán 
y ha dicho: "¿Y esto qué es?". "Un informe de la Universidad de la República", le dice un funcionario. 
Contesta: "¿De la Universidad de la República? No me interesa". Ese es el clima en el que hemos 
venido trabajando desde que este señor está al frente de este instituto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Ares Pons la explicación que ayuda a comprender la 
situación que tenemos generada. 


Agradecemos la presencia de la delegación de la Universidad de la República. Tomamos nota de los planteos 
así como también de la urgencia. Como ya se ha dicho por parte de varios de nosotros, realizaremos los 
contactos correspondientes a efectos de dialogar con el Ministerio y seguramente también con los Rectores 
de las universidades privadas. Resolveremos sobre eso luego. 


SEÑOR ARES PONS.- Me parece importante hacer una pequeña observación. En el cortísimo período 
en que el profesor Fau fue Ministro la relación fue sumamente cordial. Es decir, junto con el Ministro 
Fau, el Rector y quien habla, discutimos una cantidad de aspectos mejorables del Decreto N” 308. 
Inclusive, el profesor Fau nos pidió en determinado momento que le hiciéramos llegar un proyecto de 
una pequeña unidad ministerial que, de alguna manera, pudiera encargarse de poner en marcha el 
seguimiento de las instituciones. El contador Tisnés elaboró un pequeño proyecto en ese sentido. 


Después descubrimos que en el año 1992, durante el primer año del Ministerio del doctor Mercader, se había 
creado un área de inspecciones de la educación superior, que fue reglamentada minuciosamente en el año 
1993. Es decir que el Ministerio ya tenía en el papel la infraestructura para poder realizar esa tarea. No 
obstante, esa tarea nunca existió. Recuerdo que cuando el doctor Ximénez Strazzarino presidía el Consejo 
Consultivo, estando trenzados en una discusión sobre una propuesta, más de una vez miraba hacia el cielo y 
decía: "¿Para qué discutimos tanto si estamos trabajando con papeles y después no sabemos ni nunca vamos a 
saber qué pasa en la realidad?". Eso es para tener una idea de cuál es la situación. No ha existido ningún tipo 
de seguimiento. Y cuando se ha dado alguna circunstancia de denuncia concreta contra algún instituto -que 
las ha habido-, hemos trabajado directamente nosotros con los materiales. Sobre un instituto de enfermería 
hemos elaborado nueve informes, que están en la Dirección de Educación y refieren a distintas sedes en 
diferentes lugares del país, instaladas por esta institución. El Director de Educación, licenciado Martínez 
Larrechea -con quien tengo una muy buena relación y a quien considero una persona muy bien intencionada-, 
no ha conseguido hasta ahora la voluntad política que le permita poner en marcha un mecanismo, ni siquiera 
para poder investigar los casos en los que hay denuncias concretas, por ejemplo, de estudiantes de 
instituciones privadas que se han sentido estafados por la institución. Quiero aclarar que considero que el 
licenciado Martínez Larrechea es una persona muy bien intencionada, quien ha intentado hacer todo lo 
posible para que las cosas funcionaran bien. 


SEÑOR CABAÑA.- Va de suyo, pero quiero decir que la Comisión puede contar con nosotros para 
aportar los elementos que necesiten; en la medida en que los tengamos los pondremos a su disposición. 


Agradecemos la atención que se nos ha brindado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Educación y Cultura agradece la presencia del Rector de la 
Universidad de la República y de sus asesores. 


(Se retira de Sala la delegación de la Universidad de la República) 


Nos reuniríamos el próximo miércoles a la hora 13 y 30. La fórmula que conjuga todos los 
intereses y preocupaciones es que, en la misma sesión, recibamos a las 13 y 30 al Consejo de Rectores 
de las Universidades Privadas y a las 14 y 30 al señor Ministro de Educación y Cultura. De esta 
manera, en una misma sesión, tendríamos las versiones que el señor Diputado Bergstein reclamaba, 
con las que -comparto- es importante contar. La presencia del señor Ministro es urgente, porque 
algunos de los planteamientos de la Universidad nos hablan así lo requieren, con relación al Fondo 
Nacional de Investigadores y al organismo de acreditación. 


SEÑORA PERCOVICH.- Propongo hacer llegar al señor Ministro un resumen de lo actuado en este 
ámbito. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Habría que mandarle la versión taquigráfica. 


Creo que la semana que viene el señor Ministro se va de viaje, pero podríamos igualmente recibir al Consejo 
de Rectores de las Universidades Privadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la convocatoria al Ministro debe postergarse, procuraremos que sea la 
menor cantidad de tiempo posible. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR MAHÍA.- Quiero transmitir la inquietud que me planteó antes de ingresar a la Comisión -por 
ello llegamos algunos minutos tarde- el señor Diputado por Maldonado Darío Pérez. He tomado 
conocimiento de la problemática por esa conversación y por haber escuchado de ella en los medios de 
comunicación. Además, esta problemática puede ser común a varias zonas del país. 


El asunto es el siguiente: según he escuchado y se nos ha planteado, se ha trasladado 4*, 5” y 6” de liceo de 
Punta del Este a Maldonado, lo que ha generado preocupación en la zona. Por lo que he escuchado, los 
padres enviaron una serie de iniciativas al profesor Carbonell, planteando su preocupación al respecto y el 
inconveniente que les generaría el traslado de sus hijos hacia Maldonado. 


Este hecho podría darse en otras zonas de la República, concretamente en el departamento de Canelones, por 
la complejidad que tiene ese departamento; sabemos que existe inquietud al respecto. 


Compartimos plenamente la separación de Primer y Segundo Ciclo a la hora de la formación de los 
estudiantes, pero hay dos circunstancias generales que tienen que ser atendidas. En primer lugar, que el 
traslado de los estudiantes implica costos, para el Estado en el caso en que pueda proveer de esos buses que 
ya ha utilizado en otras oportunidades ANEP, o para los estudiantes y sus familias, difícilmente soportables, 
lo que creemos generará cierta deserción. 


En segundo término, debemos tener en cuenta todo lo que el Uruguay está viviendo en este aciago año en 
cuanto al tema presupuestal. En un país con circunstancias económicas diferentes, se puede proyectar la 
construcción de aulas y demás y con ello generar otro tipo de expectativas. Pero estamos viviendo una 
situación muy difícil. Este es un problema genérico que "explotó" -entre comillas- en Punta del Este. 


Si la Comisión no tiene inconveniente, mociono para que recibamos a los padres y a los profesores de ese 
liceo para hacernos eco de esta problemática. Seré breve porque el señor Bergstein se tiene que retirar. A la 
larga, creo que es un problema de fondo, que se da a la hora de poder ejecutar este tipo de políticas 
educativas. Por lo tanto, creo que en su momento habrá que conversar al respecto con las autoridades de 
ANEP, en particular con las de Secundaria, cuando concurran a informar a la Comisión sobre la reforma del 
bachillerato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la sugerencia es pertinente y actuaremos en consecuencia. 


SEÑOR MAHÍA.- Estimo que el señor Diputado Pérez tendrá más información en cuanto a quiénes 
nos podemos dirigir para concertar la reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habría que citar a la delegación de padres para la próxima semana. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Sí, tenemos tiempo. 


SEÑOR MAHÍA.- Estoy de acuerdo con tratar este tema la semana que viene, pero hay que tener en 
cuenta -lo digo como docente que está en el subsistema de Secundaria- que la asignación de horas se 
hará en estos días, en estas semanas. Digo esto porque quizá una conversación del Presidente de la 


Comisión con el profesor Carbonell, o con quien corresponda, podría allanar el camino e, inclusive, 
evitar el traslado de los padres a Montevideo. 


Entonces, sugiero en principio fijar la sesión para la semana próxima, pero si se pudiera solucionar antes el 
problema planteado por el señor Diputado Pérez, sería mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Documentos Anexos 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


